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REPORTE EN LAS CENTRALES DE RIESGO DATACRÉDITO Y CIFÍN / NULIDAD / FALTA DE INTEGRACIÓN DEL LITISCONSORCIO NECESARIO / OBLIGACIÓN DE GARANTIZAR LOS DERECHOS DE CONTRADICCIÓN Y DE DEFENSA. “[D]esde el mismo momento en que se propuso la demanda se dijo por parte de la actora que el banco procedió a efectuar reporte negativo ante las centrales de riesgo DATACRÉDITO y CIFÍN, tales entidades no fueron vinculadas a la presente acción, pese a que pueden tener intereses en este asunto, en tanto son las encargadas de incluir la información de las personas que se encuentren en mora en sus obligaciones crediticias, como al parecer acá tuvo ocurrencia. Significa lo anterior, que no se integró en debida forma el litis consorcio necesario, situación que tiene la entidad suficiente para declarar la nulidad de lo tramitado y ordenar su devolución a la a quo para que se rehaga en debida forma la actuación, máxime si se tiene en cuenta que la importancia que tiene para la señora BEATRIZ MORALES el saber a ciencia cierta si en efecto se encuentra reportada ante las centrales de riesgo a las que hizo alusión en su escrito de tutela, y si para ello se cumplieron las exigencias legales..”.

 Citación jurisprudencial: CORTE CONSTITUCIONAL, Auto 257 de 2006.

                          REPÚBLICA DE COLOMBIA

                                        PEREIRA-RISARALDA 
[image: image1.png]


                                            RAMA JUDICIAL 

TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL

             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, once (11) de noviembre de dos mil dieciséis (2016)

                                                                Acta de Aprobación N° 1039
                                                  Hora: 8:15 a.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala la impugnación interpuesta por la señora BEATRIZ EUGENIA MORALES VÉLEZ, frente al fallo proferido por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Dosquebradas (Rda.), con ocasión de la acción de tutela formulada en contra del Banco Agrario de Colombia.
2.- DEMANDA 

La señora MORALES VÉLEZ expresa lo siguiente: (i) fue reportada por el Banco Agrario de Colombia a las centrales de riesgo DATACRÉDITO y CIFÍN -hoy transunión Colombia- por una deuda adquirida con una tarjeta de crédito que desactivó en el año 2014, y aunque desconocía de un saldo pendiente fue requerida en el año 2015 para su pago, lo cual efectuó y solicitó paz y salvo; (ii) por esa obligación tenía que seguir anotada en las bases de datos conforme la Ley 1266/08, pero considera que el banco que originó el reporte negativo nunca le comunicó previamente que la iban a incluir en dichas listas, como lo aduce el artículo 12 de la referida ley, negándosele con ello la posibilidad de ponerse al día antes de dañar su buen nombre, y (iii) interpuso queja ante el Defensor del Consumidor del banco quien aduce que sí existió una irregularidad pues no fue informada de tal inclusión, aunque dicha decisión no es vinculante.

Pide en consecuencia la protección de sus derechos al habeas data, intimidad, debido proceso, igualdad y dignidad humana y por ende se declare la ilegalidad de la comunicación que el Banco Agrario de Colombia realizó, ordenándose rectificar el reporte negativo y sin cumplimiento de requisitos legales a las centrales de riesgo DATACRÉDITO y CIFÍN.

3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- El asunto correspondió al Juzgado Primero Penal del Circuito de Dosquebradas (Rda.) quien admitió la demanda de tutela y corrió traslado al Banco Agrario de Colombia, cuya Gerente Regional (Suplente) se pronunció de la siguiente manera:

Luego de hacer alusión a la existencia de otros medios de defensa judicial y a jurisprudencia constitucional sobre el buen nombre, habeas data y derecho de petición, estima que no existe vulneración de derechos fundamentales al establecerse que a nombre de la señora BEATRIZ EUGENIA MORALES VÉLEZ se presentó una mora en sus pagos tal como se comunicó a la CIFÍN, y por ende empezó a operar el reporte negativo, sin que con ello se pueda considerar que el banco afectó sus derechos en tanto actuó de acuerdo con la normativa establecida para el efecto. Pide en consecuencia se desvincule a la entidad financiera de esta acción.

3.2.- El a quo en sentencia de octubre 24 de 2016 negó el amparo reclamado al estimar que no existió vulneración al habeas data, toda vez que si bien la señora MORALES VÉLEZ fue reportada a las bases de datos lo fue por incumplir sus obligaciones financieras y por ende no puede considerarse que ello se haya dado de manera arbitraria, pues el banco sí le comunicó de las anotaciones que iba a realizar como se desprende de lo consignado en los extractos que le fueron enviados a la misma,  por lo cual no es de recibo lo dicho por la actora en cuanto a que de ello nunca le informaron. Así las cosas, deberá esperar los 540 días -equivalente al doble del tiempo de la mora de 270 días- desde la fecha de pago para que tal anotación desaparezca.

3.3.- Con posterioridad a haberse adoptado la decisión se recibió oficio del Banco Agrario, ante petición del despacho, en la que se indica que consultadas las bases de datos de la CIFÍN se encontró que la señora MORALES VÉLEZ no se encuentra reportada por dicha entidad financiera.

4.- IMPUGNACIÓN

Inconforme con lo decidido la actora señala lo siguiente: (i) la a quo le exige demostrar unos actos negativos, al pedirle acreditar que no recibió unos extractos, lo cual es imposible y por ende la carga de la prueba la tiene la entidad bancaria, en tanto es quien tiene las pruebas que sí envió los extractos a la última dirección registrada, quien además debe cumplir con la Circular Única expedida por la Superintendencia de Industria y comercio, que habla al respecto, aunque el banco nunca acató tal exigencia; (ii) la ausencia de tal prueba es tan grave que puede ser considerada como falta al deber indicado en la referida Circular, pues no existe certeza que el banco le haya enviado dichos extractos, sin que pueda ignorarse que en los mismos no aparece información relevante, en la que se le indicara que debía ponerse al día en los 20 días hábiles siguientes, so pena de reportes, máxime que no fue un solo extracto sino varios, de lo cual se deduce que la obligación llevaba tiempo en mora como para hacer la mentada anotación; y (iii) existe suficiente material probatorio para concederle la tutela, con conocimiento suficiente para afirmar que la accionada no aportó elemento válido para desvirtuar sus manifestaciones que son indefinidas y por ende no requieren prueba.

3.- Para resolver, se CONSIDERA

Existe competencia funcional para decidir la impugnación incoada contra la sentencia proferida por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Dosquebradas (Rda.), de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00. Pero analizada con detenimiento la actuación surtida se observa que no es posible desatar la impugnación formulada y en su defecto la Sala debe pronunciarse acerca de una irregularidad procesal presentada en desarrollo del trámite surtido en el juzgado de primer grado, dado que no se integró en debida forma el contradictorio, al ser indispensable que todas las partes que tienen algún interés en el asunto fueran vinculadas al mismo, dándoseles por demás la oportunidad para que ejerzan los derechos de defensa y contradicción.
Ello no ocurrió así porque no obstante que desde el mismo momento en que se propuso la demanda se dijo por parte de la actora que el banco procedió a efectuar reporte negativo ante las centrales de riesgo DATACRÉDITO y CIFÍN, tales entidades no fueron vinculadas a la presente acción, pese a que pueden tener intereses en este asunto, en tanto son las encargadas de incluir la información de las personas que se encuentren en mora en sus obligaciones crediticias, como al parecer acá tuvo ocurrencia. 
Significa lo anterior, que no se integró en debida forma el litis consorcio necesario, situación que tiene la entidad suficiente para declarar la nulidad de lo tramitado y ordenar su devolución a la a quo para que se rehaga en debida forma la actuación, máxime si se tiene en cuenta que la importancia que tiene para la señora BEATRIZ MORALES el saber a ciencia cierta si en efecto se encuentra reportada ante las centrales de riesgo a las que hizo alusión en su escrito de tutela, y si para ello se cumplieron las exigencias legales.

No puede olvidarse que ante la informalidad de la acción de tutela, en especial, el hecho de poder ser presentada por cualquier ciudadano, es posible que quien a ella acuda no determine con la claridad que autoridades o dependencias afectan sus derechos, o quienes son las personas que sufren tal vulneración, lo que obliga al juez en sede de tutela a prestar mayor atención, en aras de detectar cualquier falencia al respecto y proceder a enderezar el trámite mediante la vinculación de quienes tienen injerencia decisiva en el asunto. Así lo tiene definido la Corte Constitucional:

“Ahora bien, aun cuando en principio es al demandante a quien le corresponde identificar al presunto infractor de sus derechos, la jurisprudencia ha precisado que al juez de tutela le asiste la obligación subsidiaria de integrar de oficio la causa pasiva o el legítimo contradictorio, cuando encuentre que el actor ha citado a quien en realidad no es responsable de la conducta imputada o, en su defecto, cuando observe que no ha referenciado a la totalidad de los sujetos que están involucrados en la amenaza o violación alegada”. 

Así las cosas, no queda alternativa diferente a decretar la nulidad de la sentencia objeto de apelación con el fin de que se proceda de inmediato a integrar el contradictorio en los términos indicados. 

6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA


PRIMERO: DECLARA LA NULIDAD del fallo objeto de apelación por las razones aducidas en la parte motiva de esta providencia, a efectos de integrar en debida forma el contradictorio. 

SEGUNDO: Remítanse de inmediato las diligencias al juzgado de origen para lo pertinente.

Contra la presente providencia no procede recurso alguno.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
        JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala,
MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
� Auto 257 del  13-Sep-06, M.P. Dr. Rodrigo Escobar Gil
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